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			PRÓLOGO

			LA ACTUALIDAD DEL DISCURSO SOBRE LOS DERECHOS HUMANOS

			Son muchas las voces que afirman que en las sociedades actuales existe una ausencia de grandes referentes e ideales y que una supuesta crisis de valores nos atenaza de forma constante. Es posible que los grandes sistemas ideológicos no pasen por su mejor momento, lo que no significa una carencia total de referentes en nuestras vidas. Lo cierto es que poseemos nuestra propia concepción sobre cómo es, y lo que es más importante, sobre cómo debería ser el mundo. Así sucede que los Derechos Humanos, junto con los valores a ellos asociados, forman parte de este mundo normativo que actúa como medida para el juicio moral. 

			De manera casi acrítica aceptamos la existencia de estos derechos y reconocemos sin problemas los beneficios derivados de su existencia. Y esto lo hacemos tranquilamente desde las aulas en nuestro trabajo como docentes, o en la comodidad de nuestro sofá mientras vemos las noticias. Cosa muy distinta es cuando sentimos que los Derechos Humanos nos impelen a actuar de manera más directa y su violación afea nuestra conducta pasiva y falta de compromiso. Estos ideales nos parecen bien pero siempre que se queden en eso, en ideales que nos ayuden a lamentarnos acerca de lo mal que va el mundo y a adquirir una fingida pose sobre lo que debiera ser. 

			Pero ya es el momento de superar estos discursos retóricos y vacíos, cargados de buenas palabras y nulas intenciones. Los Derechos Humanos tienen sentido en la medida que se materializan en la vida de las personas; sino serán poco más que un ornamento o una declaración fallida de intenciones asociada a un momento histórico. Hemos de sacar del papel y hacer vivir cada uno de los derechos que recogen. La Declaración Universal de los Derechos Humanos ha de ser más universal y a la vez más personal, en el sentido en que todos debemos sentirnos comprometidos con un respeto a lo que allí se compila.

			Lo cierto es que sería algo estupendo el que nos sintiéramos naturalmente comprometidos a respetar estos derechos, pero en la mayoría de los casos no es así. Por ello se hace necesario cultivar desde la educación un sentido del compromiso para con los demás, y un sentido de la responsabilidad ante el mundo que sólo se logra cuando los principios sobre los que asientan estos derechos son interiorizados como valores. 

			Quizás sea el momento de ir más allá y que la educación formal se convierta en el principal medio para lograr un tipo de persona que no sólo conoce los derechos humanos sino que se siente comprometido con ellos desde su propia vida y que no se siente impasible ante los abusos. Y esto sólo se logra mediante una educación en valores, pues como sucede con las ideas en Ortega y Gasset, ellos nos tienen a nosotros en vez de nosotros a ellos, lo que conlleva que una implicación íntima y personal, una predisposición a hacerlos cumplir, que va más allá la aprobación intelectual que los Derechos Humanos pueden suscitarnos. 

			Lo cierto es que si observamos las constantes situaciones de abuso y de falta de cumplimiento de los Derechos Humanos, al final la conclusión parece ser siempre la misma. Tras todos estos desatinos se encuentra la connivencia con el abuso de poder, la imposición por la fuerza de unos sobre otros, la desconsideración del valor de la persona y su instrumentalización, limitando su estima a algo contingente, condicional, tasado incluso, y con ello insegura su condición, tanto respecto de la propia vida como de las posibilidades de vivirla con cierta autonomía, la que pudiera tener por derecho propio.

			De manera tradicional, se ha tendido a pensar que la solución a estas dramáticas situaciones debiera situarse exclusivamente en el ámbito de lo social y lo político, dando un sentido a la coexistencia de las personas; esto es, estableciendo unas reglas mínimas intersubjetivas por las que guiar el trato mutuo, y en gran medida así es. Sin embargo, es el momento de que pensemos de nuevo en la política como ese arte de organizar la polis que hunde sus raíces en la ética y que, por tanto, antes de educar a ciudadanos necesita educar personas. Hemos de tener en cuenta que este propósito político no está exento de disyuntivas, con lo que se nos plantea un problema ya desde la misma pretensión de acuerdo con el irrenunciable empeño por dar fundamento a esta construcción social. Así, preguntarnos por el valor que habrá de sustentar la sociabilidad no puede por menos que retrasar nuestro discurso al ámbito de la Ética, si es que acaso sostenemos que el derecho encuentra legitimación en lo moral, es decir, en lo atinente a la conducta susceptible de valoración por los demás. Pero desde la Ética, como nos mostraría un simple vistazo a una historia de la misma, parece que son muchas y variadas las propuestas de fundamentación, y ante este inabarcable panorama cabe preguntarse por dónde empezar. Quizá poniendo rostro al hambre.
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			Campaña de alimentación en el Sahel (foto: EFE)

			En verdad a ninguno nos agrada observar cómo el hambre, el sufrimiento y la injusticia se manifiesta en los ojos de otro ser humano pues, en cierto modo, nos invita a pensar qué grado de responsabilidad tenemos ante estas situaciones. Si bien siempre han existido situaciones de injusticia, el mundo globalizado ha acrecentado las diferencias entre los seres humanos dependiendo de la parte de ese mundo en la que le haya tocado vivir. Pero hacer responsable a la fortuna de estas situaciones no es más que el subterfugio que la conciencia de los países desarrollados utiliza para justificar, o más bien excusar, su falta de compromiso. Y esto no es sólo una treta utilizada a nivel social o político, pues a nivel individual, cada uno de nosotros jugamos la misma baza cada vez que lamentamos la impotencia y escasa importancia que nuestra acción individual puede tener ante tales situaciones. 

			 Sin embargo, debemos alejar las tibiezas cuando a cada minuto cientos de personas corren el riesgo de morir de inanición mientras otras pocas les miran desde su opulencia. 

			Y por si no tienen bastante con nuestra mirada compasiva pero lejana, en estas situaciones de pobreza y desamparo no es de extrañar que millones de personas pasen a depender por entero de los demás, esto es, que expuestos por su deplorable situación se vean completamente privados de su libertad y autonomía, pasando a depender por entero de otro que, preponderante, se impone y somete al débil por sus circunstancias. Como miembros del grupo privilegiado, nos sentimos henchidos de orgullo ante los logros de nuestras sociedades desarrolladas, pero no nos sentimos igualmente avergonzados de sus fracasos, siendo el sufrimiento humano derivado del abuso de unos pocos, y el consentimiento y pasividad de muchos, el más estrepitoso. Como si aceptásemos que, de forma irremediable, el bienestar de algunos ha de construir sus cimientos sobre la miseria de otros. 

			No hay ética capaz de justificar esta imposición sin poner en serio riesgo la propia integridad de quien de algún modo justifica la pobreza y el desamparo. Este es el freno que imponen los Derechos Humanos, y por eso su propuesta no puede por menos que ser deontológica: es una ética del deber con pretensiones de universalidad. Si la tendencia actual del mundo es a globalizarse, parece igualmente lógico que lo hagan también las bases éticas mediante las que nos relacionamos con él. En definitiva si globalizamos las luces, por ejemplo los avances culturales o tecnológicos, no podemos dejar fuera de nuestras fronteras las sombras asociadas, como el hambre, o la falta de libertad, al considerar ese un problema local que en nada nos incumbe. 

			Por eso cuando tratamos de indagar un fundamento ético de los Derechos Humanos, sería inapropiado retroceder en esta búsqueda más allá de los márgenes que nos aportan estos escándalos, como si por si mismos no supusieran todo un ejemplo desde el cual seguir pensando sobre la importancia de la educación en derechos humanos, no sólo en favor de estas tristes víctimas del abuso, tal vez ni siquiera en atención al sujeto perverso y degradante, sino sobre todo al espectador de estos dramas, cuya mirada le implica, si quiera moralmente, a oponer resistencia a la injusticia, sólo que en no pocas ocasiones carece del argumento preciso para hacer frente a tamaño despropósito.

			Precisamente el discurso de los Derechos Humanos parte de una de estas iniquidades que ha pasado a nuestro imaginario colectivo como paradigma de la injusticia: el escándalo de la Shoah.

			Aquí, con la destrucción sistemática de la persona se sitúa el antecedente más directo de lo que poco tiempo después daría ocasión a la Declaración Universal de Derechos Humanos.

			Con el fin de conocer en profundidad los Derechos Humanos y que esto revierta en un verdadero compromiso, hemos desarrollado el siguiente trabajo. Aun teniendo en cuenta que los Derechos Humanos sólo adquieren sentido dentro de este compromiso y la vivencia de los mismos, hemos de ser conscientes de su historia y fundamentación. 

			Por este motivo, la primera parte de nuestro trabajo realiza un recorrido sobre la historia de la fundamentación de estos derechos: su génesis, el reconocimiento histórico de los diversos tipos de derechos que, de algún modo, preceden a los Derechos Humanos. 

			Todo ello nos proveerá de las herramientas necesarias para, como sucede en la segunda parte, llevar a cabo una reflexión sobre el fundamento histórico teórico de los mismos. De la mano de la historia analizaremos cómo aparecen las primeras reivindicaciones de derechos más básicos del hombre, como el derecho a la vida, hasta los relacionados con su carácter político y social. 

			En último lugar, y puesto que no se esconde el propósito práctico del presente trabajo, se plantea y desarrolla un modelo educativo que favorezca la educación plena en Derechos Humanos. Más allá de un marco normativo y teórico, se propone un modelo dialógico-transformador que vaya más allá del intelectualismo moral y convierta a los sujetos en verdaderos animales políticos, preocupados por los asuntos de los otros, y no en auténticos idiotas, centrado de manera exclusiva en sus asuntos, objetivo al que nos impele la sociedad actual.

		

		
		

		
		

	


	
		
		

		
			Primera parte

			 HISTORIA Y FUNDAMENTO DE LOS DERECHOS HUMANOS

			En los Derechos Humanos hay mucho de retórica, de expresión amable y bienintencionada. Pero tiene sentido, todavía hoy, presentar un panorama a partir de este concepto difuso, menos pacífico de lo que aparenta, y de los problemas teóricos que plantea: pensar sobre los modos y las técnicas con que se explican estos derechos fundamentales, para motivar nuevas reflexiones e incluso un activismo cívico en personas que solo tienen de ellos una vaga intuición.

			Resulta frecuente plantear la evolución de este concepto como una suerte de conquista de la humanidad frente a la resistencia del poder tiránico. Y en verdad hay mucho de ello, pero no todo, pues la noción de «derechos humanos» se desarrolla a lo largo de un tiempo que atraviesa cursos muy diferentes, que en muchos casos apenas tienen puntos en común. Ciertamente, la lucha por mejores condiciones de vida es el motor de las sucesivas reivindicaciones de derechos, pero esa lucha no siempre se plantea por los Derechos Humanos; de hecho, la mayoría de las conquistas no tuvieron que ver con esta categoría, que es muy reciente, sino con la consideración de posibles derechos naturales, cuya sistematización no surgió hasta ya avanzada la Edad Moderna. Y sus «sucesores» más relevantes, los derechos públicos subjetivos y los derechos fundamentales, aquellos que realmente suelen mejorar las condiciones de vida de las personas por su vinculación a ciertas garantías, surgen con la evolución del Estado contemporáneo, como estructuras teóricas vinculadas a la evolución del poder estatal y, en particular, administrativo.

			Los Derechos Humanos, en contra de lo que pudiera parecer, son una categoría histórica reciente: un punto de condensación de la eterna aspiración a la justicia. Su origen no se remonta a la noche de los tiempos. Ni siquiera podemos estar seguros de que dentro de uno o dos siglos sigan en pie. Lo que permanecerá serán las pretensiones de unos medios mínimos de subsistencia, de un trato justo e igualitario. Explicar algo diferente es negar la evidencia. Pero las célebres «historias de los Derechos Humanos» se quedan en panoramas de despliegues históricos que dicen poco sobre ese concepto, como si lo entendieran más o menos uniforme. Así sucede con algunos autores que se remontan nada menos que hasta el cuerpo legislativo del Código Hammurabi o la Ley del Talión (recogida en el Levítico), primeros documentos en establecer el principio de la proporcionalidad. Hay estudiosos que incluso entienden la tragedia clásica griega como campo de cultivo de un debate —o pugna— entre la legislación de la ciudad y los derechos pertenecientes a la propia persona. Y, en este sentido, la misma Antígona de Sófocles suele ser mencionada como arquetipo de este tipo de conflictos, a pesar de que su contexto nada tiene que ver con el que alumbró los derechos. Lo mismo que otros atribuidos antecedentes con valor jurídico-político, como la Carta Magna de Juan Sin Tierra (1215) —que supuso únicamente la concesión de privilegios para los nobles ante el poder regio—, el Habeas Corpus (1679) y la Bill of Rights (1689) o los tratados de Westfalia de 1648.

			Aunque, por su implicación y alcance teórico, otros documentos sí adquirieron un valor más relevante como antecedentes. Como las Leyes Nuevas de Indias de 1542, con las que se quiso proteger a las comunidades indígenas frente a los abusos colonizadores, aunque la categoría de derechos, en su sentido actual, sólo aparezca muy indirectamente.

			La Escuela de Salamanca, con Victoria, Suárez y Las Casas, puso los cimientos de los conceptos de libertad individual y dignidad humana. Después, del xvi al xviii, las doctrinas de Grocio, Pufendorf, Wolff, Milton y Locke iniciaron una progresiva racionalización del concepto de los derechos naturales, vinculados a los deberes naturales, configurándolos bajo la forma de un sistema lógico-deductivo que pudiera competir con el propio derecho positivo. Durante el siglo xviii la doctrina de los derechos vive su mejor momento impulsada por los pensadores ilustrados: Inspira la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, que fue aprobada por la Asamblea Nacional francesa el 26 de agosto de 1789. Aunque el precedente en el que se inspira este documento es la Declaración de Derechos del Buen Pueblo de Virginia, que una década antes había constituido el elenco más amplio de libertades individuales y colectivas hasta entonces consagradas en un texto jurídico nacional.

			Se considera entonces que las raíces filosóficas de los Derechos Humanos se remontan —y quedan vinculadas— a las vicisitudes históricas del pensamiento humanista, que afirma que todo ser humano es digno por el mero hecho de serlo, con independencia de cualquier otra circunstancia. Lo que sienta las bases para la fundamentación filosófica de tales derechos. Aunque estas formas embrionarias de los derechos subjetivos se diferencian mucho de las actuales: En autores como Pufendorf o Wolff los derechos naturales no aparecen como tales, expuestos al modo enumerativo, en las listas o tablas que nos resultan tan familiares. Ni tenían la voluntad de enfrentarse a los déspotas en el poder; solo de manifestar algunos límites al dominio del Estado: Los derechos surgen como formas de autolimitación del poder cada vez que éste se crece y tiende a hacerse absoluto, como mecanismo para arrogarse cierta legitimidad ante aquellos que le están sometidos.

			Su evolución es, además, irregular, con privilegios otorgados por los monarcas, debates teóricos sin alcance práctico, actas de tolerancia, estatutos, tratados de paz, modificaciones constitucionales y legales: las más relevantes para ir consolidando el discurso sobre los derechos, pese a su modestia. Y, muy al final de ese recorrido, declaraciones de derechos: durante el xix no hay declaraciones relevantes, a pesar de que la mayoría de los derechos fundamentales, tal como los conocemos ahora, estaban gestándose entonces, pero entre bambalinas, sin el brillo de los hitos que ahora se destacan: Los derechos sociales emergieron a través de articulados constitucionales dados en las primeras décadas del xx, la mayoría inaplicados, y muchos inaplicables en su momento, pero imprescindibles para fundar la dignidad de la persona desde una perspectiva exclusivamente moral o política.

			No es fácil coser el plano teórico con el histórico narrativo. A veces uno y otro avanzan sin relación alguna entre sí, por lo que el procedimiento habitual para dar una estructura coherente a estas evoluciones históricas es construirlas sobre la falsilla de la historia cronológica (con alusiones a paces, tratados, revoluciones, etc.). El objetivo —arduo, complicado— es reconstruir su curso histórico partiendo de su resultado final. Pero esto nos plantea un problema: no el de la reconstrucción en sí, que resulta didácticamente útil como hilo conductor, sino sus límites. Coherentes con el concepto crítico de Derechos Humanos que hemos expuesto antes, nos plegaremos a la convención habitual que muestra la «historia de los Derechos Humanos», pero solo para refutar esa pretensión ingenua suya de estar tratando del despliegue de una categoría más o menos uniforme a lo largo de ochocientos años, el auténtico «síndrome del precedente». Por lo que alternaremos acontecimientos históricos con los fundamentos teóricos que los explican, intentando proporcionar un panorama lo más completo posible. Afrontaremos un recorrido histórico que mira hacia atrás para responder a qué precedió a los auténticos Derechos Humanos, los actuales, qué secuencia los generó a partir de categorías muy diferentes, qué conciencia común fue unificando esos cursos dispares en algo así como una evolución coherente, al menos en su sentido último. Hay una gran variedad de denominaciones (privilegios judiciales frente al monarca, libertades públicas, derechos naturales, derechos del hombre y del ciudadano, derechos públicos subjetivos, derechos humanos, derechos fundamentales) que no suponen diferentes nombres para un mismo concepto, sino fundamentos teóricos muy diferentes.

			1. EL ORIGEN PACTICIO DE LOS DERECHOS

			La teorización clásica sobre los derechos naturales (anteriores y superiores al ordenamiento jurídico positivo, o fundados en la naturaleza humana) es inconcebible sin la mediación de dos construcciones teóricas de primer orden: la subjetividad moderna y las nociones de pacto y contrato social.

			La destrucción del marco clásico, con la crisis del pensamiento tomista en la baja Edad Media, posibilitó la defensa de la individualidad para legitimar la sociedad y el Estado: la justificación de lo social ya no procedía de un orden natural de las cosas, basado en la condición esencialmente social del ser humano, sino en el acuerdo de voluntades individuales. El mundo social posterior a la crisis del pensamiento medieval se reconstruye filosóficamente a escala de las individualidades: si la sociedad ya no es algo naturalmente formado, no hay un orden necesario; al contrario, el dato ontológicamente anterior es el individuo, lo que hace necesario un acuerdo que fundamente la sociedad y el poder para evitar una lucha permanente. Pues en este nuevo orden de ideas, lo que hace iguales a los seres humanos no es ya su filiación divina ni su naturaleza racional (que tiende a la vida en sociedad), aunque sea así para los pensadores de esta época, sino un plus sobre ambas: la evidencia de que todos tienen, por su naturaleza común, los mismos derechos. Derechos que, por proceder de los deberes que esta naturaleza impone a los hombres, serán llamados «naturales». Lo que explica el doble papel de los derechos naturales como instrumentos conceptuales y, a la vez, como fundamentos de una acción política. Porque los derechos naturales, lejos de ser simples conceptualizaciones que nos permitan entender o justificar el orden de las cosas, como con la escolástica, son, además, auténticos instrumentos para cambiarlo: un derecho puede explicarse o justificarse, pero, por encima de todo, puede y debe ser exigido por quien dice ostentarlo, y no frente a cualquiera, sino frente a aquel que suele negarlo o menoscabarlo: el poder.

			Es la idea del pacto la que a lo largo de la modernidad permite materializar esta construcción teórica y hacerla operativa. Tras la crisis de la Edad Media, se afirmó (contra la tradición platónico-aristotélica) que la sociedad no podía concebirse como el resultado de una tendencia natural del ser humano a agruparse con otros de su especie. Negado como fundamento de lo social el appetitus societatis, el pacto social comienza a actuar, no como una explicación de hechos que supuestamente sucedieron (el acuerdo improbable de los hombres para generar una sociedad política), sino como una idea regulativa, cuya correspondencia con los hechos no sería relevante porque no pretende hacer historia, sino que busca ajustar nuestra conducta a las consecuencias que comporta: actuar como si el poder político fuese resultado de un acuerdo de voluntades, y no el depositario de una autoridad conferida directamente por alguna deidad (en contra del debate de la «querella de las investiduras» o «querella de las dos espadas»). Como se lee en el Leviatán de Thomas Hobbes:

			«Esto es algo más que consentimiento o concordia; es una unidad real de todo ello en una y la misma persona, instituida por pacto de cada hombre con los demás, en forma tal como si cada uno dijera a todos: autorizo y transfiero a este hombre o asamblea de hombres mi derecho de gobernarme a mí mismo, con la condición de que vosotros transferiréis a él vuestro derecho y autorizaréis todos sus actos de la misma manera. Hecho esto, la multitud así única en una persona se denomina Estado, en latín Civitas [...] y en ello consiste la esencia del Estado, que podemos definir así: una persona de cuyos actos una gran multitud, por pactos mutuos realizados entre sí, ha sido instituida por cada uno como autor, al objeto de que pueda utilizar la fortaleza y medios de todos como lo juzgue oportuno para asegurar la paz y la defensa común. El titular de esta persona se denomina soberano, y se dice que tiene poder soberano; cada uno de los que lo rodean es súbdito suyo»[1].

			El cambio respecto a las concepciones medievales es claro: la génesis del poder ahora se debe a la voluntad concordante de los hombres, no a las tendencias necesarias de su naturaleza. Lo individual humano no se entiende ya en relación al conjunto social, sino al revés: antes de esa reunión que constituye lo social y político a partir de la voluntad de los hombres solo existe pendencia (o ignorancia mutua) entre seres que sólo tienen un derecho natural: la propia conservación. El problema es que, al no existir ya un orden natural de las cosas inmanente a lo social político, todo debe resolverse en una concurrencia de voluntades iguales; y un derecho cuya realización se debe al criterio del sujeto que lo ostenta no puede ser proporcionado ni convenientemente compadecido con los derechos de los demás. De ahí la necesidad de que se haga depositario de los derechos al Estado, que los protege mediante la ley civil, y cuyo límite es la protección eficaz de los súbditos:

			«La obligación de los súbditos con respecto al soberano se comprende que no ha de durar ni más ni menos que lo que dure el poder mediante el cual tiene capacidad para protegerlos. En efecto, el derecho que los hombres tienen, por naturaleza, a protegerse a sí mismos, cuando ninguno puede protegerlos, no puede ser renunciado por ningún pacto»[2].

			Lo que busca la doctrina del pacto social es introducir un orden en lo social; pero para ello es necesario frenar la omnipotencia del representante de ese orden: una condición difícil, porque el soberano posmedieval constituye un trasunto de la divinidad. Y, al ser una figura casi divina, no cabe sino la necesidad de obedecerlo. De modo que quien ostenta el poder soberano —sea un sujeto o una asamblea— ha de ser obedecido incluso, como llega a decir Spinoza, aunque sus mandatos sean absurdos,

			«... pues la razón nos manda seguirlos para que de los males elijamos el más pequeño [...] Añádase a esto que en los Estados democráticos son menos de temer los absurdos, porque es casi imposible que la mayor parte de una asamblea, especialmente si es numerosa, convenga en un absurdo»[3].

			Lo esencial en este planteamiento es la legitimidad de origen. La legitimidad de ejercicio queda en manos del previsible criterio racional del soberano: los frenos al ejercicio del poder se confían más a aspectos prudenciales, psicológicos, que a controles jurídicos. Pero, incluso en esta visión tan aparentemente restrictiva, tan celosa de la preservación de la soberanía, hay límites al ejercicio del poder: «Debe concederse que cada uno reserve para sí buena parte de su derecho, el cual, por tanto, no depende de decreto alguno, sino de él mismo»[4]. De hecho, ya antes Hobbes había sostenido que «la obligación de los súbditos con respecto al soberano se comprende que no ha de durar ni más ni menos que lo que dure el poder mediante el cual tiene capacidad para protegerlos. En efecto, el derecho que los hombres tienen, por naturaleza, a protegerse a sí mismos, cuando ninguno puede protegerlos, no puede ser renunciado por ningún pacto. La soberanía es el alma del Estado y, una vez que se separa del cuerpo, los miembros ya no reciben movimiento de ella. El fin de la obediencia es la protección y, cuando un hombre la ve, sea en su propia espada o en la de otro, por naturaleza sitúa allí la obediencia y su propósito de conservarla»[5]. Con un núcleo común para estas doctrinas: hay derechos que tras el pacto no quedan al albur de las decisiones del soberano (individual o colectivo), sino que suponen resistencias al poder del soberano, incluso de aquel que tiene su poder por delegación del pueblo. Por lo tanto, la existencia de ciertos derechos tras el pacto, o como consecuencia del pacto mismo, es una cuestión que no debe ni puede separarse de la relativa a la extensión de esos derechos. Con dos concepciones que coexisten: una restrictiva, la de Hobbes, y otra amplia, como las de Grocio, Spinoza, Pufendorf o Locke, que escribió: 

			«El poder absoluto arbitrario o el gobernar sin leyes fijas establecidas, no pueden ser compatibles con las finalidades de la sociedad y el gobierno. Los hombres no renunciarían a la libertad del estado de naturaleza para entrar en sociedad ni se obligarían a un gobierno, no siendo para salvaguardar sus vidas, libertades y bienes, y para asegurarse la paz y la tranquilidad mediante normas establecidas de derechos y de propiedad»[6].

			Aunque su ejercicio se materialice en los términos que establezca la comunidad política, Locke sostiene que la existencia de estos derechos es anterior al Estado y prevalece sobre éste cuando el comportamiento del poder es contrario a los límites expresos con los que nació: la defensa de las vidas y los bienes de los ciudadanos. Lo que implica, junto a las garantías que el propio poder originado con el pacto establece para los derechos, una última garantía: la posibilidad de reversión, por la fuerza, de dicho poder a sus legítimos propietarios. Porque el fin primero de la sociedad y el principio legitimador del gobierno es en Locke la defensa del derecho a la vida, la libertad y la propiedad (con que resume todo lo que debe ser protegido en los ciudadanos, plegando su concepción sobre los derechos naturales a la imagen de la propiedad sobre los bienes).

			También el alemán Samuel Pufendorf sostiene la procedencia del poder político de un pacto que lo funda, para ponerle límites. Aunque lo haga compatible con extensas atribuciones al poder resultante (no en vano escribió durante la época del absolutismo ilustrado). Pero su importancia radica en que, además de sostener la existencia de derechos naturales, formula en De iure naturae et gentium una de las grandes aportaciones teóricas a la doctrina iusnaturalista clásica: el concepto de entia moralia. Los entes morales —afirma Pufendorf— constituyen uno de los puntos de partida del concepto de «lo moral», frente a lo puramente físico, a lo que obedece leyes inexorables: Estos entes morales están caracterizados por la libertad, en sintonía con el giro subjetivista de la filosofía, que entiende el mundo social como un escenario de la voluntad humana, no como el reflejo de un orden natural de las cosas.

			Esta transformación del discurso filosófico tiene importantes repercusiones en el ámbito jurídico-político. Como su concepción de la personalidad moral (dividida en personas morales simples y compuestas; las simples se dividen en públicas y privadas; y las compuestas en políticas y eclesiásticas[7]). Para Pufendorf el Estado es una persona moral compuesta, la más poderosa de todas, que presenta la característica de reunir una pluralidad de individuos en una sola voluntad y una sola acción, y que comporta la atribución de derechos y ventajas no poseídas por sus componentes en su ser particular[8]: fundamental para el despliegue teórico que da lugar al Estado, entendido como ahora lo conocemos, y a los derechos fundamentales. Pues esta concepción moral permite durante el xix personalizar el Estado y sus órganos, imputar derechos, deberes, responsabilidades, y agruparlos en un sistema.

			Desde la idea de dignidad humana, Pufendorf construyó un sistema de derechos del hombre (más bien una deducción de deberes a partir de la ley natural, de los que derivan los derechos) que inspiraría decisivamente las declaraciones americanas, fundadas sobre la idea de libertad e igualdad. Pese a que adecuó su teoría al ámbito político del absolutismo ilustrado, su concepto de dignidad humana influyó considerablemente en Europa gracias a su traducción temprana al francés por el iusnaturalista Jean Barbeyrac, y en la independencia de la América anglosajona, por la difusión que hace de sus ideas John Wise. Es de hecho en Norteamérica, protestante y de impronta fuertemente teológica, donde algunas de las ideas encuentran acomodo, pues el proceso de positivación de los derechos que comienza con las teorías iusnaturalistas racionalistas que reconocían los derechos naturales como inherentes al hombre culmina en el siglo xviii con dos declaraciones de derechos: la Declaración de Independencia de 1776 y los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789, que proclamaban la igualdad de los hombres, aunque era una igualdad restringida que diferenciaba raza, sexo y estamento social.

			2. LAS DECLARACIONES DE FILADELFIA Y VIRGINIA

			Fueron las colonias que se independizaron de Gran Bretaña las que edificaron el primer sistema político liberal y democrático con la construcción de una nueva nación, los Estados Unidos de América, incorporando las nuevas ideas revolucionarias que propugnaban la igualdad y la libertad. Y lo hicieron con una concepción pacticia del poder, aplicando, en buena medida, los conceptos precedentes.

			En el año 1764 apareció en Boston el trabajo de James Otis sobre los derechos de las colonias inglesas, que defendía que los derechos políticos y civiles no se apoyaban en una concesión de la Corona, ostentada en aquellos momentos por Jorge III. El 20 de noviembre de 1772, reunidos en Boston, los ciudadanos votaron a propuesta de Samuel Adams un proyecto, elaborado por él, de una Declaración de Derechos de los colonos como hombres, cristianos y ciudadanos. En ella, se proclamaba que los hombres forman parte del Estado por su libre consentimiento, y que tienen derecho a formular previamente, en un pacto equitativo, las condiciones y reservas que crean que deben imponerse, y velar por su observancia. Reclamaban además el derecho de libertad y de propiedad; como cristianos, la libertad religiosa; como ciudadanos, los derechos de la Magna Charta y del Bill of Rights de 1689 (para Georg Jellinek el más importante precedente de la Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789). Aunque, como ha ocurrido otras veces, el cambio político respondía también a circunstancias económicas: a su preocupación con la posibilidad, establecida por ley, de que el Parlamento impusiera tributos a los colonos sin su consentimiento.

			Se organizó una primera manifestación en contra de los impuestos que debían pagar por artículos indispensables, sin altercados, pero el gobierno inglés rechazó las peticiones de los colonos. La siguiente acción, conocida como el motín del té (Boston Tea Party), consistió en tirar por la borda las cajas de té que tres barcos transportaron de Gran Bretaña a Boston. Varios miembros de la sociedad secreta se disfrazaron de indios y fueron nadando hasta alcanzar los barcos, capturaron a sus tripulantes y tiraron la mercancía al agua: Un acto de protesta contra los nuevos impuestos que constituye un precedente de la Guerra de Independencia norteamericana (1775-1783).

			El 14 de octubre de 1774, por fin, el Congreso reunido en Filadelfia, y que representaba doce Colonias, votó una Declaración de Derechos en la cual se afirmaba que los habitantes de las Colonias norteamericanas tienen derechos que les corresponden en virtud del derecho inmutable de la Naturaleza, de la Constitución inglesa y de sus propias Constituciones, cuyo Congreso, el 2 de julio de 1776, resolvería que «estas Colonias Unidas son, y por derecho deben ser, Estados libres y soberanos». Y así, el 4 de julio de 1776 aprobó la Declaración de Independencia de los Estados Unidos, que Thomas Jefferson redactó. Se imprimió papel moneda y se iniciaron relaciones diplomáticas con potencias extranjeras.

			La Declaración presentó una defensa pública de la Guerra de Independencia, incluida una larga lista de quejas contra el soberano inglés Jorge III. Pero sobre todo, explicó la filosofía que sustentaba la independencia, proclamando que todos los hombres nacen iguales, y poseen ciertos derechos inalienables (entre ellos la vida, la libertad y la búsqueda de la felicidad); que los gobiernos pueden gobernar sólo con el consentimiento de los gobernados; que cualquier gobierno puede ser disuelto cuando deja de proteger los derechos del pueblo. Esta teoría política tuvo su origen en el filósofo inglés John Locke, y ocupa un lugar prominente en la tradición política anglosajona.

			Desde ahí hasta la Declaración de Derechos del Buen Pueblo de Virginia, parecía que no había más que un paso; y, sin embargo, hay un mundo entre ambos documentos. La Declaración de Filadelfia es una protesta; la de Virginia es una ley, que constituyó el más amplio elenco de libertades individuales y colectivas hasta entonces consagradas en un texto jurídico nacional:

			Artículo 1.

			Que todos los hombres son por naturaleza igualmente libres e independientes y tienen ciertos derechos innatos, de los que, cuando entran en estado de sociedad, no pueden privar o desposeer a su posteridad por ningún pacto, a saber: el goce de la vida y de la libertad, con los medios de adquirir y poseer la propiedad y de buscar y obtener la felicidad y la seguridad.

			Artículo 2.

			Que todo poder es inherente al pueblo y, en consecuencia, procede de él, que los magistrados son sus mandatarios y sus servidores, y en cualquier momento, responsables ante él.

			Artículo 3.

			Que el gobierno es instituido, o debería serlo, para el común provecho, protección y seguridad del pueblo, nación o comunidad: que todas las formas y modos de gobierno, es el mejor, el más capaz de producir el mayor grado de felicidad y seguridad, y el que está más eficazmente asegurado contra el peligro de un mal gobierno; y que cuando un gobierno resulta inadecuado o es contrario a estos principios, una mayoría de la comunidad tiene el derecho indiscutible, inalienable e irrevocable de reformarlo, alterarlo o abolirlo de la manera que se juzgue más conveniente al bien público.

			Artículo 4.

			Que ningún hombre o grupo de hombres tiene derecho a percibir de la comunidad emolumentos o privilegios exclusivos o especiales, sino sólo en consideración a servicios públicos prestados; los cuales, no pudiendo transmitirse, hacen que tampoco sean hereditarios los cargos de magistrado, legislador o juez.

			Artículo 5.

			Que los poderes legislativo, ejecutivo y judicial del Estado deben estar separados y que los miembros de los dos primeros poderes deben ser conscientes de la cargas del pueblo y participar de ellas y abstenerse, de imponerle medidas opresivas; que en períodos determinados se les vuelva a su condición privada, al cuerpo social de donde procedían, y sus vacantes se llenen mediante elecciones frecuentes, ciertas y regulares, en las que puedan volver a elegirse a todos o parte de los antiguos miembros de dichos poderes, según lo dispongan las leyes.

			Artículo 6.

			Que las elecciones de representantes del pueblo en asamblea deben ser libres, y que todos los hombres que den suficientes pruebas de permanente interés por la comunidad, y de vinculación con ella, posean el derecho de sufragio y no puedan ser sometidos a contribución ni privados de su propiedad por razones de utilidad pública sin su consentimiento, o el de sus representantes así elegidos, ni estén obligados por ley alguna a la que, del mismo modo, no hayan consentido para el bien público.

			Artículo 7.

			Que toda la facultad de suspender las leyes o la ejecución de las leyes por cualquiera autoridad, sin el consentimiento de los representantes del pueblo, es perjudicial para sus derechos y no deben ejercerse.

			Artículo 8.

			Que en todo proceso criminal, inclusive aquellos en que se pide la pena capital, el acusado tiene derecho a saber la causa y naturaleza de la acusación, a ser careado con sus acusadores y testigos, a pedir pruebas a su favor y a ser juzgado rápidamente por un jurado imparcial de doce hombres de su vecindad, sin cuyo consentimiento unánime no podrá considerársele culpable; tampoco puede obligársele a testificar contra sí mismo; que nadie sea privado de su libertad, salvo por mandato de la ley del país o por juicio de sus iguales.

			Artículo 9.

			No se exigirán fianzas excesivas ni se impondrán multas excesivas ni se infligirán castigos crueles o inusitados.

			Artículo 10.

			Que los autos judiciales generales en los que se mande a un funcionario o alguacil el registro de hogares o sospechosos, sin pruebas de un hecho cometido, o la detención de una persona o personas sin identificarlas por sus nombres, o cuyo delito no se especifique claramente y no se demuestre con pruebas, son crueles y opresores y no deben ser concedidos.

			Artículo 11.

			Que en litigios relativos a la propiedad y en pleitos entre particulares, el antiguo juicio por jurado de doce hombres es preferible a cualquier otro, y debería considerarse sagrado.

			Artículo 12.

			Que la libertad de prensa es uno de los grandes baluartes de la libertad y no puede ser restringida jamás, a no ser por gobiernos despóticos.

			Artículo 13.

			Que una milicia bien reglamentada, integrada por personas adiestradas en las armas, constituye la defensa natural y segura de un Estado libre; que deberían evitarse, en tiempo de paz, como peligrosos para la libertad, los ejércitos permanentes, y que en todo caso las fuerzas armadas estarán estrictamente subordinadas al poder civil y bajo su mando.

			Artículo 14.

			Que el pueblo tiene derecho a un gobierno uniforme; y que, en consecuencia, no debe erigirse o establecerse dentro de los confines del Gobierno de Virginia ningún gobierno separado de él.

			Artículo 15.

			Que ningún pueblo puede tener una forma de gobierno libre, ni los beneficios de la libertad, sin la firme adhesión a la justicia, la moderación, la templanza, la frugalidad y la virtud, y sin retorno constante a los principios fundamentales.

			Artículo 16.

			Que la religión, o los deberes que tenemos para nuestro creador, y la manera de cumplirlos, sólo pueden regirse por la razón y la convicción, no por la fuerza o la violencia, en consecuencia, todos los hombres tienen igual derecho al libre ejercicio de la religión de acuerdo con el dictamen de su conciencia, y que es deber recíproco de todos el practicar la paciencia, el amor y la caridad cristiana para con el prójimo.

			En estas y en las siguientes declaraciones de derechos que adoptan los Estados ya soberanos de América del Norte se otorgan, junto a los derechos de libertad individual, de propiedad y de conciencia, el derecho de petición, el de protección legal y el relativo al procedimiento judicial aplicable (especialmente en el juicio de jurado imparcial e independiente), y otras garantías políticas que entrañan las bases de los derechos políticos del ciudadano. Contienen los fundamentos del conjunto de los derechos públicos del individuo. Y suponen el principio de la división de los Poderes y de la responsabilidad y limitación de los funcionarios. Fue el modelo para las demás. También de la Declaración francesa, que no es solo una imitación de aquellos primeros documentos, pero que coincide con ellos en la fijación de los límites precisos del poder del Estado, y, por tanto, en la creencia de que los derechos obtenidos no son de naturaleza positiva, sino negativa, lo que determina las líneas de separación entre el Estado y el individuo: una diferencia importante con el Derecho inglés, donde todo reconocimiento emana del Parlamento y la Corona.

			3. LA DECLARACIÓN DE LOS DERECHOS DEL HOMBRE Y DEL CIUDADANO

			La otra rama de las declaraciones, la europea continental, tiene otra orientación, que pasa por la consagración de la libertad como principio abstracto frente a las libertades anglosajonas, y por el predominio del Parlamento, como depositario e intérprete de la voluntad general, frente al de los jueces. Porque nace de la radicalización de la doctrina pacticia en el llamado contractualismo. Jean-Jacques Rousseau, en El contrato social, llevó al extremo la vieja posición de Hobbes, pero en un sentido radicalmente diferente: En su libro la justificación de lo social queda librada a la voluntad de quienes la constituyen, al ser un contrato el origen de lo social y político: un acuerdo recíproco bajo la «forma de asociación que defienda y proteja de toda la fuerza común la persona y los bienes de cada asociado, y por la cual, uniéndose cada uno a todos, no obedezca, sin embargo, más que a sí mismo y quede tan libre como antes»[9].

			La doctrina pacticia queda desbordada con la introducción radical del individualismo en la génesis de lo social. No se habla de un pacto para que en el seno de un cuerpo social ya constituido se ceda el poder a un soberano (como era el caso de Locke), sino de una constitución de la sociedad a partir de las libres voluntades individuales que desean dejar el estado de naturaleza. Si esta posición, en apariencia idéntica a la hobbesiana, se radicaliza, es porque este poder no puede ser cedido, como ocurría con el Leviatán, a otro soberano que no sea el propio pueblo, cuya volonté générale (que no es la mera suma de las voluntades particulares) sólo puede expresarse a través del Parlamento, mediante la ley general y abstracta. Con lo que esta voluntad general no puede perjudicar al ciudadano (sólo al ser egoísta que este porta en su interior), puesto que la sumisión a la voluntad general es la única libertad. Así, lo que comienza como un individualismo radical se transforma en un colectivismo extremo y absoluto[10]. La soberanía se gesta como consecuencia del contrato social y no puede ser enajenada a gobernante alguno, como en las teorías clásicas del pacto social: si el cuerpo social pretende ceder la soberanía, no hará sino destruirla: «Quien rehúse obedecer a la voluntad general será obligado a ello por todo el cuerpo: lo cual no significa sino que se le forzará a ser libre»[11].

			Prevalece el elemento democrático, contractual, sobre el puramente iusnaturalista. Detrás del contrato de todos con todos de Rousseau está la sujeción a la voluntad general, que comporta algo que también está en Kant y Fichte: la inexistencia de derechos naturales tras el hecho de la aparición del Estado y, por tanto, la imposibilidad de que puedan ser invocados como tales frente al soberano (los derechos ya sólo se entienden en el marco del Estado), lo cual excluye en adelante cualquier referencia a un orden de cosas pre y suprajurídico, como el que se daba en el modelo de los derechos naturales de Locke, cuyo olvido por el poder soberano pudiera dar lugar a la rebelión. Así el ser humano cede sus derechos naturales para constituir el estado civil y político, subsumiéndolos en él. Con lo que, por primera vez, se cohonesta la doctrina de los derechos y la fundamentación democrática de la sociedad y el Estado. El carácter natural de los derechos va desdibujándose ante la preeminencia del Estado y la Administración, hasta llegar, de hecho, a poner tales derechos en función del Estado, como hizo Jellinek a finales del xix.

			La materialización de todo lo que se había venido gestando en todas estas teorías anteriores adquiere su punto álgido con la Revolución francesa de 1789, que no sólo supone el comienzo del mundo contemporáneo, sino que eclipsa todas las conmociones políticas que previamente había experimentado el hombre moderno: Un profundo reajuste histórico que en poco tiempo da al traste con las estructuras obsoletas y corrompidas del Antiguo Régimen. Aunque casi ninguno de los grandes representantes del pensamiento ilustrado vivió en primera línea la Revolución, muchos se asomaron a la conciencia de que una conmoción profunda se estaba gestando en su momento histórico. Lo que escribió Voltaire en su carta a Chauvelin: «Todo lo que veo arroja las semillas de una revolución que llegará indefectiblemente y de la que no tendré el placer de ser testigo; los franceses llegan tarde a todo, pero al fin llegan».

			La Revolución francesa se inició con la autoproclamación del Tercer Estado (la burguesía) como Asamblea Nacional en 1789, y finalizó —una década después— con el golpe de Estado de Napoleón Bonaparte, en 1799. Pero sus precedentes habían venido desplegándose durante decenios, a lo largo de todo el siglo xviii, con hondas raíces en el xvii (con la obra de Pufendorf, por ejemplo). En el ámbito teórico, los escritores del xviii, filósofos, politólogos, científicos y economistas, denominados philosophes (y desde 1751 enciclopedistas), habían contribuido a minar las bases del derecho divino de los reyes (aunque en el ámbito europeo sólo Rousseau lo hizo con un carácter democrático). Pero fueron muchos los factores que acabaron influyeron en la Revolución: 1) un régimen monárquico que sucumbiría ante su propia rigidez en el contexto de un mundo cambiante; 2) una Ilustración que hasta el momento sólo había servido a los déspotas, que la utilizaron como coartada para emprender reformas parciales de los sistemas absolutistas, sin la menor intención de dar a éstos una legitimación pacticia (todo para el pueblo, pero sin el pueblo); 3) el surgimiento de una clase burguesa que nació siglos atrás con la adquisición de un gran poder en el terreno económico y que ahora empezaba a pretender el político; 4) el descontento de las clases populares; 5) la expansión de las nuevas ideas liberales; 6) la crisis económica que imperó en Francia tras las malas cosechas y los graves problemas hacendísticos causados por el apoyo militar a la independencia de Estados Unidos: una intervención militar que se convertiría en una arma de doble filo, pues, pese a ganar Francia la guerra contra Gran Bretaña, y resarcirse así de la anterior derrota en la Guerra de los Siete Años, la hacienda quedó en bancarrota y con una importante deuda externa, lo que, junto al ejemplo de democracia del nuevo Estado emancipado, precipitaron los acontecimientos.

			En lo político fueron básicas las ideas expuestas por Voltaire, Rousseau o Montesquieu (por ejemplo, los conceptos de libertad política, de fraternidad y de igualdad, o las nuevas teorías políticas sobre la separación de poderes del Estado). Todo ello fue rompiendo el prestigio de las instituciones del Antiguo Régimen y ayudó a su desplome. En lo económico, a la deuda del Estado, entonces ya inmanejable, se sumó la extrema desigualdad social generada por un sistema de altos impuestos que los estamentos privilegiados, nobleza y clero, no tenían obligación de pagar, pero que oprimían al resto de la sociedad. Además, hubo un aumento de los gastos del Estado al tiempo que descendía la producción agraria de terratenientes y campesinos, lo que produjo una grave escasez de alimentos en los meses precedentes a la Revolución.

			Las tensiones sociales y políticas, que hasta entonces habían sido contenidas, derivaron en una gran crisis económica a consecuencia de esos dos hechos puntuales: la colaboración interesada de Francia con la causa de la independencia estadounidense y el aumento de los precios agrícolas. El conjunto de la población mostraba un resentimiento generalizado dirigido hacia los privilegios de los nobles y el dominio de la vida pública por parte de una ambiciosa clase profesional, para la que el ejemplo del proceso revolucionario estadounidense abrió los horizontes de cambio político.

			Cuando finalmente los Estados Generales de Francia se reunieron en Versalles, el 5 de mayo de 1789, comenzaron las disputas con el tema de las votaciones: los miembros del Tercer Estado debieron verificar sus propias credenciales (comenzaron el 28 de mayo y terminaron el 17 de junio) cuando los miembros del Tercer Estado se declararon como únicos integrantes de la Asamblea Nacional, que no representaría a las clases pudientes sino al propio pueblo. La primera medida de la Asamblea fue votar la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano. Invitaron a los miembros del Primer y Segundo Estado a participar en esta Asamblea, pero dejaron claras sus intenciones de proceder incluso sin esta participación. La monarquía, opuesta a la Asamblea, cerró las salas donde ésta se estaba reuniendo, por lo que los asambleístas se mudaron a un edificio cercano, donde la aristocracia solía recrearse con el juego de la pelota (conocido como Jeu de paume). Allí procedieron con lo que se conoce como el «Juramento del juego de la pelota», el 20 de junio de 1789, prometiendo no separarse hasta que no dieran a Francia una nueva Constitución.
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			El juramento del juego de la pelota según (Jacques-Louise David, 1791)

			El 27 de junio los representantes de la monarquía se dieron por vencidos. Contingentes de tropas militares comenzaron a llegar a París y Versalles. Los mensajes de apoyo a la Asamblea se multiplican desde París y otras ciudades. Y finalmente, el 9 de julio, la Asamblea se nombró a sí misma «Asamblea Nacional Constituyente». El 11 de julio el rey Luis XVI, actuando bajo la influencia de los nobles conservadores y de su hermano, el conde D’Artois, despidió al ministro Jacques Necker y ordenó la reorganización del Ministerio de Finanzas. Gran parte del pueblo de París interpretó esta medida como un auto-golpe de la realeza, y se lanzó a la calle en abierta rebelión. Algunos de los militares se mantuvieron neutrales, pero otros se unieron al pueblo por el miedo a lo que les podría suceder.

			El 14 de julio el pueblo de París respaldó en las calles a sus representantes y, ante el temor de que las tropas reales los detuvieran, asaltaron la fortaleza de La Bastilla, símbolo del absolutismo monárquico pero también punto estratégico del plan de represión de Luis XVI, porque sus cañones apuntaban a los barrios obreros. Tras cuatro horas de combate, los insurgentes tomaron la prisión en busca de la pólvora y mataron a su gobernador, el marqués Bernard de Launay. Sólo fueron liberados cuatro presos, pero la Bastilla se convirtió en el mejor símbolo de todo lo que resultaba despreciable en el Antiguo Régimen. A continuación, en el Ayuntamiento, la multitud acusó al alcalde, Jacques de Flesselles, de traición. Lo dispararon y su cabeza fue cortada y paseada por la ciudad clavada en una pica: un gesto que en seguida se vuelve costumbre. La Revolución se fue extendiendo por ciudades y pueblos, en donde se crearon nuevos ayuntamientos que no reconocían otra autoridad que la Asamblea Nacional, que suprimió por ley las servidumbres personales (abolición del feudalismo), los diezmos y las justicias señoriales, que ya habían sido suprimidos de hecho por el campesinado, instaurando la igualdad ante los impuestos, las sanciones penales y el acceso a cargos públicos.
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			Toma de la bastilla (Jean-Pierre Louis Laurent Houel, 1789)

			Pero pronto comenzaron a aparecer facciones dentro de la Asamblea: el grupo derechista opuesto a la Revolución; un grupo denominado «Demócratas Realistas», que abogaba por el establecimiento de un régimen parecido al británico; un ala centro-izquierdista y otra radical izquierdista, de inspiración rousseauniana.

			El 11 de julio de 1789, el general Lafayette propuso añadir a la Constitución una Declaración de Derechos, y presentó un proyecto de tal Declaración, bajo el influjo de la Declaración de Independencia de Norteamérica de 4 de julio de 1776, que en materia de derechos del hombre decía:

			«Consideramos como incontestables y evidentes por sí mismas las verdades siguientes: que todos los hombres han nacido iguales; que han sido dotados por el Creador con ciertos Derechos inalienables; que entre esos derechos deben colocarse en primer lugar: la vida, la libertad y la búsqueda de la felicidad; que para asegurarse el goce de esos Derechos, los hombres han establecido entre sí Gobiernos cuya justa autoridad emana del consentimiento de los gobernados; que cuando quiera que una forma de gobierno resulta destructora de esos fines para los cuales fue establecida, el pueblo tiene el derecho de cambiarla o de abolirla y de instituir un nuevo Gobierno, estableciendo sus fundamentos sobre los principios y organizando sus poderes en la forma que más propia le parezca para procurarle la seguridad o la felicidad».

			El 26 de agosto de 1789, la Asamblea Nacional publicó la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, estableciendo los principios de libertad e igualdad (el concepto «fraternidad» aparecerá en 1848, correspondiente a lo que en nuestros días se denomina «solidaridad»). Este articulado se abría con un preámbulo iniciativa del general Lafayette:

			«Los representantes del pueblo francés, constituidos en Asamblea Nacional, considerando que la ignorancia, el olvido o el desprecio de los derechos del hombre son la únicas causas de las desdichas públicas y de la corrupción de los gobiernos, han resuelto exponer, en una declaración solemne, los derechos naturales, inalienables y sagrados del hombre, para que todos los miembros del cuerpo social, con esta declaración constantemente ante sus ojos, recuerden siempre sus derechos y sus deberes». Se abría así el reconocimiento y declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, de 26 de agosto de 1789, que estaba constituido por 17 artículos, por medio de los cuales se establecía, más que una Constitución con efectos legales, una serie de principios:

			Artículo 1.

			Los hombres han nacido, y continúan siendo, libres e iguales en cuanto a sus derechos. Por lo tanto, las distinciones civiles sólo podrán fundarse en la utilidad pública.

			Artículo 2.

			La finalidad de todas las asociaciones políticas es la protección de los derechos naturales e imprescriptibles del hombre; y esos derechos son libertad, propiedad, seguridad y resistencia a la opresión.

			Artículo 3.

			La nación es esencialmente la fuente de toda soberanía; ningún individuo ni ninguna corporación pueden ser revestidos de autoridad alguna que no emane directamente de ella.

			Artículo 4.

			La libertad política consiste en poder hacer todo aquello que no cause perjuicio a los demás. El ejercicio de los derechos naturales de cada hombre, no tiene otros límites que los necesarios para garantizar a cualquier otro hombre el libre ejercicio de los mismos derechos; y estos límites sólo pueden ser determinados por la ley.

			Artículo 5.

			La ley sólo debe prohibir las acciones perjudiciales a la sociedad. Lo que no está prohibido por la ley no debe ser estorbado. Nadie debe verse obligado a aquello que la ley no ordena.

			Artículo 6.

			La ley es expresión de la voluntad de la comunidad. Todos los ciudadanos tienen derecho a colaborar en su formación, sea personalmente, sea por medio de sus representantes. Debe ser igual para todos, sea para castigar o para premiar; y siendo todos iguales ante ella, todos son igualmente elegibles para todos los honores, colocaciones y empleos, conforme a sus distintas capacidades, sin ninguna otra distinción que la creada por sus virtudes y conocimientos.

			Artículo 7.

			Ningún hombre puede ser acusado, arrestado ni mantenido en confinamiento excepto en los casos determinados por la ley y de acuerdo con las formas por ésta prescritas. Todo aquél que promueva, solicite, ejecute o haga que sean ejecutadas órdenes arbitrarias, debe ser castigado, y todo ciudadano requerido o aprehendido por virtud de la ley debe obedecer inmediatamente, y se hace culpable si ofrece resistencia.

			Artículo 8.

			La ley no debe imponer otras penas que aquéllas que son evidentemente necesarias; y nadie debe ser castigado sino en virtud de una ley promulgada con anterioridad a la ofensa y legalmente aplicada.

			Artículo 9.

			Todo hombre es considerado inocente hasta que ha sido convicto. Por lo tanto, siempre que su detención se haga indispensable, se ha de evitar por la ley cualquier rigor mayor del indispensable para asegurar su persona.

			Artículo 10.

			Ningún hombre debe ser molestado por razón de sus opiniones, ni aún por sus ideas religiosas, siempre que al manifestarlas no se causen trastornos del orden público establecido por la ley.

			Artículo 11.

			Puesto que la comunicación sin trabas de los pensamientos y opiniones es uno de los más valiosos derechos del hombre, todo ciudadano puede hablar, escribir y publicar libremente, teniendo en cuenta que es responsable de los abusos de esta libertad en los casos determinados por la ley.

			Artículo 12.

			Siendo necesaria una fuerza pública para dar protección a los derechos del hombre y del ciudadano, se constituirá esta fuerza en beneficio de la comunidad, y no para el provecho particular de las personas por quienes está constituida.

			Artículo 13.

			Siendo necesaria, para sostener la fuerza pública y subvenir a los demás gastos del gobierno, una contribución común, ésta debe ser distribuida equitativamente entre los miembros de la comunidad, de acuerdo con sus facultades.

			Artículo 14.

			Todo ciudadano tiene derecho, ya por sí mismo o por su representante, a emitir voto libremente para determinar la necesidad de las contribuciones públicas, su adjudicación y su cuantía, modo de amillaramiento y duración.

			Artículo 15.

			Toda comunidad tiene derecho a pedir a todos sus agentes cuentas de su conducta.

			Artículo 16.

			Toda comunidad en la que no esté estipulada la separación de poderes y la seguridad de derechos carece de Constitución.

			Artículo 17.

			Siendo inviolable y sagrado el derecho de propiedad, nadie deberá ser privado de él, excepto en los casos de necesidad pública evidente, legalmente comprobada, y en condiciones de una indemnización previa y justa.

			Pero aunque el 26 de agosto de 1789 se aprobara la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, se siguieron dando violaciones de los derechos más fundamentales de la persona. Los artículos 10 y 11 de la Declaración (respecto de la libertad de expresión) fueron atropellados. Un ejemplo: en nombre de la libertad se prohibieron, con decreto del 13 de febrero de 1790, los votos religiosos y las órdenes que los tenían establecidos en sus estatutos; lo que motivó que obispos, párrocos y otros sacerdotes funcionarios públicos se negaran a rechazar la Constitución del Estado y la Constitución civil del clero en diciembre de ese año: un rechazo que fue considerado como una rebelión contra el Estado, y la libertad de conciencia, promulgada en el artículo 11, quedó invalidada en la praxis. Poco después, desde la cátedra de San Pedro, se desautorizó la declaración de derechos proclamados, así como su base doctrinal. El 10 de marzo de 1791, Pío VI, mediante la bula Quod aliquantum, pronunciaba directamente el anatema contra la Constitución civil del clero y contra todos los redactores de la Declaración de 1789 (como luego lo haría la encíclica Adeo nota, del 23 de abril de 1791, y la carta apostólica Post tam diuturnas, del 29 de abril de 1791):

			«[…] el efecto obligado de la constitución decretada por la Asamblea es el de destruir la religión católica y con ella la obediencia debida a los reyes. Es desde este punto de vista que se establece, como un derecho del hombre en la sociedad, esa libertad absoluta que asegura no solamente el derecho de no ser molestado por sus opiniones religiosas, sino también la licencia para pensar, decir, escribir, y aun hacer imprimir impunemente en materia de religión todo lo que pueda sugerir la imaginación más inmoral.»

			Esta Declaración de 1789 presenta un perfil singular, porque por primera vez las especulaciones teóricas del iusnaturalismo encuentran su acomodo en un texto normativo. Lo que plantea ciertos problemas de fundamentación surgidos de la tensión entre el iusnaturalismo individualista y el positivismo legalista: En el preámbulo de la Declaración se afirma, por iniciativa de Laffayette, que la ignorancia, el olvido o desprecio de los derechos del hombre son la causa de los males públicos y de la corrupción de los gobiernos. Habla de los derechos naturales, inalienables y sagrados del hombre; vincula a los poderes legislativo y ejecutivo al fin de toda institución política. Pero en la parte articulada que lo sigue se advierten afirmaciones suprapositivistas: el articulado afirma primero que los hombres nacen y permanecen libres e iguales en derechos; pero luego indica que la finalidad de toda asociación política es la conservación de los derechos naturales e imprescriptibles del hombre (la libertad, la propiedad, la seguridad y la resistencia a la opresión). Además, en cuanto a la vertiente legalista, tras definir la libertad en poder hacer lo que no daña a los demás miembros de la sociedad en el goce de tales derechos, establece que esos límites sólo pueden determinarse por la ley (art. 4), que, a tenor del artículo quinto, sólo tiene derecho a prohibir las acciones prejudiciales a la sociedad, y el precepto siguiente establece, al modo rousseauniano, que la ley es expresión de la voluntad general.

			Pero en la Declaración encontramos otros preceptos mixtos que recogen a la vez aspectos suprapositivos, relativos al hombre, y positivos legalistas, relativos al ciudadano. En el artículo 10 se permite la libertad de opinión, incluso religiosa, siempre que su manifestación no perturbe el orden público establecido por ley: Hay en la Declaración enunciados suprapositivos y garantías que unas veces conexionan hombre y ciudadano y otras se refieren solo a los ciudadanos. Y, según el artículo 12, la garantía de los derechos del hombre y del ciudadano necesita una fuerza pública que se establece en beneficio de todos y no para la utilidad particular de aquellos a quienes está confiada. En cambio, los artículos 14 y 15 atribuyen a los ciudadanos el derecho de comprobar por sí mismos, o por sus representantes, la necesidad de la contribución pública, de convertirla libremente, de vigilar su empleo y de determinar la cuota, la base, la recaudación y la duración.

			Decía Gustav Radbruch que nada es tan definitivo para el estilo de la época jurídica como la concepción del hombre por la cual éste se rige. Y para Pablo Lucas Verdú, es la imagen del homo oeconomicus inspirada por los fisiócratas lo que inspira la Declaración de 1789, concebida como un mercado en el que aún había grupos excluidos, como las mujeres. Aunque algunos lo denunciaran, como Condorcet y Olimpia de Gouges, cuyo encarcelamiento y ejecución durante la dictadura jacobina simboliza el fracaso de las reclamaciones feministas durante la Revolución.

			La Asamblea Nacional Constituyente debía redactar una nueva Constitución. Algunos, como el financiero y político Jacques Necker, favorecían la creación de una Asamblea bicameral en donde el Senado sería escogido por la Corona entre los miembros propuestos por el pueblo. Los nobles, por su parte, favorecían un Senado compuesto por miembros de la nobleza elegidos por los propios nobles. Prevaleció, sin embargo, la tesis liberal de que la Asamblea tendría una sola cámara, quedando el rey sólo con el poder de veto, para poder posponer la ejecución de una ley, pero no su total eliminación. Un sistema que quisieron bloquear los monárquicos, pero se lo impidió el pueblo de Paris, compuesto fundamentalmente por mujeres (llamadas despectivamente «Las Furias»), que marcharon el 5 de octubre de 1789 sobre Versalles: Tras varios incidentes, el rey y su familia se vieron obligados a abandonar Versalles y se trasladaron al palacio real de Las Tullerías, en el centro de la capital.

			Durante 1789 se intensificó la lucha política e incluso se produjeron movimientos anti-revolucionarios, pero sin éxito. En este periodo se comenzaron a formar asociaciones políticas entre los que destacaban los jacobinos: republicanos, defensores de la soberanía popular, cuya visión de la indivisibilidad de la nación les llevará a propugnar un Estado centralizado. La democracia que querían era heredera directa del modelo de democracia de Rousseau y su concepto de ciudadano, con el que comparten la idea de que la soberanía reside en el pueblo y no en un dirigente o un cuerpo gobernante, lo cual les lleva a oponerse al concepto, más moderado, típicamente anglosajón, de representación.

			Comparten también con Rousseau la noción de voluntad general. No tanto el reparo de este ante el sistema representativo, porque para los jacobinos, a pesar de desconfiar de dicho sistema (no sólo en su vertiente censitaria liberal-burguesa, que ligaba los derechos políticos y el voto a la posesión de propiedades, sino también en su vertiente democrática de sufragio universal), era solo un mal menor imprescindible, ante la imposibilidad técnica de que la nación en su conjunto expresara de forma directa su voluntad. Aunque ésta acabara siendo una mera abstracción con la que legitimar un poder que, como todos los anteriores, tendía a funcionar bajo el esquema tradicional pacticio de cesión de la soberanía.

			El jacobinismo desarrolló su propio modelo de representación política, en el que los parlamentarios debían ser constantemente vigilados y coaccionados por el poder popular (organizaciones de corte jacobino como los clubes, las sociedades o las fuerzas armadas populares), para evitar desviaciones en un sentido contrario a la Revolución. Así, al poder del Parlamento se oponía el poder popular —el poder de la calle—, lo que en la práctica llevó al surgimiento de un doble poder: uno emanado del Parlamento (que era depositario de la soberanía nacional) y otro de carácter popular y asambleario encarnado por los activistas del ala extremista de los jacobinos.

			Para poner en práctica los principios enumerados en la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, sintetizados en el lema «Libertad-Igualdad», los jacobinos ampliaron el papel del ciudadano, animándolo a participar activamente en la vida política. Con el fin de que los ciudadanos pudieran ser libres e iguales, defendieron el valor de la escuela pública republicana, en 1793 instauraron la obligatoriedad de la enseñanza primaria, y en 1794 votaron la abolición de la esclavitud.

			Mientras tanto, la Asamblea trabajaba para establecer una nueva Constitución, que se aprobaría el 29 de septiembre de 1791. Bajo esta nueva Constitución, Francia funcionaría como una monarquía constitucional, en la que el rey tenía que compartir su poder con la Asamblea, aunque todavía mantenía el poder de veto y la potestad de elegir a sus ministros. Pero el conflicto entre una monarquía formalmente constitucional, apoyada visiblemente por las monarquías europeas absolutistas, y las tendencias hacia una democracia republicana se acabó resolviendo a favor de esta última: El 10 de agosto de 1792, las masas asaltaron el Palacio de Las Tullerías y la Asamblea Legislativa volvió a suspender las funciones constitucionales del rey. El nuevo Parlamento elegido ese año abolió la monarquía y proclamó la República.

			El 20 de septiembre de 1792 se creó un nuevo cuerpo legislativo denominado Convención, que se convirtió de hecho en el nuevo gobierno de Francia. Fue la Convención la que condenó a muerte al rey (que fue ejecutado el 21 de enero), dada su connivencia con los enemigos de Francia, por una pequeña mayoría, acusándolo de conspiración contra la libertad pública y la seguridad general del Estado.

			Mientras tanto, la mala situación económica dio origen a revueltas entre las clases más pobres: Los llamados sans-culottes expresaron su descontento por el hecho de que la Revolución no sólo no estaba satisfaciendo los intereses de las clases bajas sino que incluso algunas medidas liberales les causaban un enorme perjuicio (libertad de precios, libertad de contratación, Ley de Chapelier, etc.). Se comenzaron a gestar luchas antirrevolucionarias en diversas regiones de Francia. Pero, pese a los conflictos, se pudo redactar una nueva Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, y una nueva Constitución de tipo democrático que si bien reconocía el sufragio universal, también presentaba un modelo de sociedad grato a la alta burguesía, educada en los ideales ilustrados, laica, liberal, celosa de sus propiedades, aunque inclinada a la beneficencia, y que desconfiaba tanto de las clases menos favorecidas como de la nobleza y sus privilegios.

			Con la Constitución de 1795 se reforman y amplían a 35 los artículos de la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano:

			Artículo 1.

			La finalidad de la sociedad es el bienestar común. El gobierno es instituido para garantizar al hombre la vigencia de sus derechos naturales e imprescriptibles.

			Artículo 2.

			Estos derechos son la igualdad, la libertad, la seguridad, la propiedad.

			Artículo 3.

			Todos los hombres son iguales por naturaleza y ante la ley.

			Artículo 4.

			La ley es la expresión libre y solemne de la voluntad general; es la misma para todos, sea para proteger o para castigar; no puede ordenar más que lo que es justo y útil para la sociedad; no puede prohibir más que lo que es nocivo.

			Artículo 5.

			Todos los ciudadanos tienen igualdad de acceso a la Función Pública. Los pueblos libres no conocen otro motivo de preferencia, en sus elecciones, que las virtudes y los conocimientos.

			Artículo 6.

			La libertad es el poder que tiene el hombre de hacer todo aquello que no cause perjuicio a los derechos de los demás; tiene por principio la naturaleza; por regla, la justicia; por salvaguarda, la ley; su límite moral viene dado por la máxima «no hagas a los demás lo que no quieras que te hagan a ti».

			Artículo 7.

			El derecho a manifestar sus ideas y opiniones, sea a través de la prensa, sea a través de cualquier otro medio, el derecho a reunirse pacíficamente, el libre ejercicio de los cultos, no pueden ser prohibidos.

			Artículo 8.

			La seguridad consiste en la protección acordada por la sociedad a cada uno de sus miembros para la conservación de su persona, de sus derechos y de sus propiedades.

			Artículo 9.

			La ley debe proteger la libertad pública e individual contra la opresión de los que la administran.

			Artículo 10.

			Nadie puede ser acusado, arrestado y mantenido en confinamiento, excepto en los casos determinados por la ley, y de acuerdo con las formas por ésta prescritas. Todo ciudadano requerido o aprehendido por virtud de la ley debe obedecer inmediatamente, y se hace culpable si ofrece resistencia.

			Artículo 11.

			Todo acto ejercido contra un hombre fuera de los casos y de las formas previstas por la ley, es arbitrario y tiránico; todo aquél al que se le quisiere imponer violentamente, tiene el derecho de rechazarlo por la fuerza.

			Artículo 12.

			Todo aquel que promueva, solicite, ejecute o haga que sean ejecutadas órdenes arbitrarias, es culpable y debe ser castigado.

			Artículo 13.

			Todo hombre es considerado inocente hasta que sea declarado culpable. Por lo tanto, siempre que su detención se haga indispensable, la ley ha de reprimir firmemente todo rigor mayor del necesario para asegurar su persona.

			Artículo 14.

			Nadie puede ser juzgado ni condenado sin haber sido previamente escuchado y enjuiciado, y, en virtud de una ley promulgada con anterioridad al delito. Toda ley que castigue los delitos cometidos antes de su existencia no es sino una tiranía; el efecto retroactivo otorgado a la ley constituiría un crimen.

			Artículo 15.

			La ley no debe imponer otras penas que aquéllas que son estricta y evidentemente necesarias; las penas deben ser proporcionales a los delitos y útiles a la sociedad.

			Artículo 16.

			El derecho de propiedad es el que pertenece a todo ciudadano para disfrutar y disponer a su gusto de sus bienes, de sus ingresos, del fruto de su trabajo y de sus industrias.

			Artículo 17.

			Ningún género de trabajo, de cultura, de comercio, puede prohibirse a la iniciativa de los ciudadanos.

			Artículo 18.

			Todo hombre puede comprometer sus servicios, su tiempo; pero no puede venderse, ni ser vendido; su persona no es una propiedad alienable. La ley no reconoce la domesticación; no puede existir más que un compromiso de respeto y reconocimiento entre quien trabaja y su empleador.

			Artículo 19.

			Nadie puede ser privado de ninguna parte de su propiedad, sin su consentimiento, excepto en los casos de necesidad pública evidente, legalmente comprobada, y bajo la condición de una justa y objetiva indemnización.
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